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VIOLENCIA INTRAFAMILIAR /  UNIDAD FAMILIAR - Características / NO BASTA LA EXISTENCIA DE HIJOS EN COMÚN / VALORACIÓN DE PRUEBA TESTIMONIAL / CONFIRMA / CONDENA / 
Sin embargo, esa línea de pensamiento jurisprudencial tuvo un giro de 180º, y de esa manera se tiene que recientemente la Sala de Casación Penal de la CSJ, precisó: 

“(…).

En suma, incurren en error de interpretación quienes asumen que la procreación da lugar entre los padres, sin más, a la unidad familiar protegida en el artículo 229 de la Ley 599 de 2000, la cual, como ya se expresó, requiere convivencia permanente y lejos de ser perpetua por la existencia de un hijo, termina cuando la relación entre la pareja culmina efectivamente, aún en los casos en los que tal finalización es sólo de hecho.”
De tal manera, se ha dejado claro que no basta con que las personas tengan hijos en común o hayan sostenido una relación de convivencia en el pasado, para suponer que existe una unidad familiar entre ellos, pues para predicar que haya tal cosa, es necesario que los individuos compartan su lugar de residencia y cohabitación. 

(…)

Bajo esa perspectiva, considera la Sala que contrario a lo argumentado por el apelante, aquí si se dejó claro que para el día de los hechos investigados el Procesado se encontraba compartiendo mesa, techo y lecho nuevamente con la señora DEBIEE TATIANA, y que por ende existía entre ellos esa unidad familiar que es la que pretende protegerse por medio de la inclusión en la legislación penal del reato de violencia intrafamiliar, independientemente del tiempo que lleve la pareja haciendo vida en común, pues no se puede decir, desde el punto de vista penal, como lo pretende el apelante que para considerar la existencia de una unidad familiar entre una pareja de hecho, debe esperarse que pase un tiempo considerable como si se tratase de establecer los efectos patrimoniales de la misma, o que si no hay relaciones sexuales entre los compañeros permanentes, entonces no existe esa unidad que proteger, desconociendo con ello que el eje central de las relaciones de hecho y del matrimonio no es la satisfacción de necesidades sexuales, sino que son otros valores y sentimientos los que mueven a las personas a conformar una familia, valores tales como la ayuda mutua, el socorro, la solidaridad, entre otros .     
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Procesado: JORGE ELIECER GAITÁN GONZÁLEZ
Delito: Violencia intrafamiliar
Radicación # 66001-6000-035-2017-00427-01

Procede: Juzgado 2º Penal Municipal con Función de Conocimiento de Pereira 

Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por el apoderado del procesado en contra de sentencia condenatoria.

Decisión: Confirma fallo confutado
V I S T O S:

Procede la Colegiatura a resolver el recurso de apelación interpuesto por la defensa en contra de la sentencia adiada el 1º de marzo de hogaño proferida por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira, con Funciones de Conocimiento, mediante la cual se declaró la responsabilidad penal del ciudadano JORGE ELIECER GAITÁN GONZÁLEZ por incurrir en la comisión del delito de violencia intrafamiliar.
A N T E C E D E N T E S:

Los hechos que dieron origen a la presente actuación tuvieron ocurrencia en esta localidad a eso de las 20:45 horas del 1° de febrero de 2017 en la manzana 43 casa 2, del Barrio El Paraíso, y están relacionados con la aprehensión del ciudadano JORGE ELIECER GAITÁN GONZÁLEZ por parte de efectivos de la Policía Nacional, quienes fueron informados de un posible caso de violencia intrafamiliar. El señor GAITÁN GONZÁLEZ fue encontrado en la vivienda en mención con la señora DEBIEE TATIANA TAMAYO GIL. Según manifestaciones realizadas por la aquí mencionada, GAITÁN GONZÁLEZ la estaba agrediendo física y verbalmente, realizando también amenazas contra su hija menor de tan solo 16 meses, además, había intentado agredirla con un cuchillo, encontrando los Agentes, señales de violencia en su rostro, cuello, hombro y seno izquierdo, como consecuencia de lo anterior fue capturado.
Con ocasión de los hechos antes descritos, fue atendida la señora TAMAYO GIL en la Clínica Los Rosales de esta ciudad, igualmente se dictaminó por parte del médico forense adscrito al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF), incapacidad definitiva de cinco (5) días sin secuelas médico legales al momento del examen. 
L A   A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L:
1) Ante el Juzgado 5º Penal Municipal de Pereira, con Funciones de Control de Garantías, el 02 de febrero de 2017 se llevó a cabo las audiencias concentradas de legalización de la captura, formulación de la imputación e imposición de medida de aseguramiento, sin detención preventiva en establecimiento carcelario, en contra del señor JORGE ELIECER GAITÁN GONZÁLEZ, quien no aceptó los cargos endilgados en su contra relacionados con la presunta comisión del delito de violencia intrafamiliar. 

Debe decirse que posterior a la diligencia llevada a cabo el 2 de febrero de 2017, el Juzgado 5º Penal Municipal con Función de Control de Garantías, dispuso la sustitución de la “medida de aseguramiento no privativa de la libertad” por la de “medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario”, mediante decisión tomada en audiencia el 21 de abril de ese mismo año. 
En virtud de lo anterior, el aquí procesado fue detenido y puesto a disposición del Juzgado 1º Promiscuo Municipal con Función de Control de Garantías de Melgar (Tolima), Despacho que practicó el 26 de abril de 2017 la audiencia de legalización de captura y sustitución de medida de aseguramiento.
2) Mediante memorial adiado el 21 de marzo de 2017, la Fiscalía presentó el escrito de acusación en contra del señor JORGE ELIECER GAITÁN GONZÁLEZ, correspondiéndole por reparto el conocimiento de la actuación al Juzgado 2º Penal Municipal de esta localidad, con Funciones de Conocimiento. La audiencia de formulación de la acusación se llevó a cabo el 12 de junio del 2017, momento en el cual se reiteraron los cargos enrostrados en contra del procesado por el delito de violencia intrafamiliar, en calidad de autor material a título de dolo. El 14 de julio de 2017 se realizó la audiencia preparatoria.

3) El juicio oral se logró iniciar el 30 de octubre de 2017 y culminó el 19 de febrero de 2018. La sentencia se dictó el 23 de febrero de 2018 la que fue de carácter condenatorio, decisión con la que no estuvo de acuerdo la defensa y en consecuencia la recurrió en apelación.
L  A   S  E  N  T  E  N  C  I  A   O P U G N A D A:

Se trata de la sentencia proferida el 23 de febrero de 2018 por parte del Juzgado 1º Penal Municipal de esta localidad con Funciones de Conocimiento, en virtud de la cual se declaró la responsabilidad penal del señor JORGE ELIECER GAITÁN GONZÁLEZ, por incurrir en el reato de violencia intrafamiliar, y en consecuencia, se le condenó a la pena de 72 meses de prisión. 
Para tomar tal determinación el A quo consideró que:

· Los testimonios rendidos por la señora DEBIEE TATIANA TAMAYO GIL y su progenitor, fueron coherentes al afirmar que el señor GAITÁN GONZÁLEZ había llegado, días antes a la fecha de la agresión, a convivir nuevamente con ella y sus hijas, de quienes había estado separado durante varios meses, toda vez que TATIANA se había regresado de Melgar, precisamente por problemas de convivencia que tenía con el ahora Procesado; lo que para el fallador se convirtió en la prueba de que ellos convivían bajo el mismo techo y componían a su vez un núcleo familiar.
· Los dichos del Procesado en cuanto a que, entre él y la víctima, lo que hubo fue un forcejeo y no una agresión como se ha dicho, no tienen eco si se tienen en cuenta los resultados de la valoración realizada por medicina legal a la señora TAMAYO, además de los dichos del Policía que acudió al lugar de los hechos, e indicó que la aptitud señor GAITÁN era violenta al punto que debieron reducirlo por la fuerza. 
· El testimonio de la señora LUZ MARINA CERVERA no aportó gran cosa al proceso, pues esta persona habló de situaciones que nada tenían que ver con los hechos materia de investigación; y lo que aseveró en cuanto a que para el momento de los sucesos, el señor JORGE ELIECER se encontraba viviendo con otra persona y que habitaban en la casa de la madre de aquel, pierde fuerza cuando el mismo encartado señaló que no era que viviera con alguien, pero que si tenía una novia que lo visitaba y que no recordaba cuál era la dirección de la casa donde él vivía con su progenitora. 
· Afirmó el Fallador de primer nivel que en la agresión física y verbal por parte del Procesado hacía la señora TAMAYO GIL, se dan los requisitos del delito de violencia intrafamiliar, toda vez que esa conducta tiene una connotación que no deriva de la literalidad de la norma, sino que es más profunda y está ligada a los vínculos familiares. 
Así las cosas, concluyó el señor Juez 2º Penal Municipal con Funciones de Conocimiento local, que dentro de este asunto se configura el tipo penal imputado, y por consiguiente lo condenó por los cargos endilgados.
L  A   A  L  Z  A  D  A:
Inconforme con la decisión, la Defensa del encartado interpuso recurso de apelación, para ello presentó dentro del término pertinente escrito en el cual dijo no compartir los argumentos que el Juzgado A quo expuso para condenar al señor JORGE ELIECER GAITÁN GONZÁLEZ, por el delito de violencia intrafamiliar.

Señala el Defensor que sus reparos se concentran en la apreciación que el A quo realizó sobre la responsabilidad del señor JORGE ELIECER GAITÁN GONZÁLEZ en el delito por el cual fue acusado, este es de violencia intrafamiliar.
Igualmente dice en la alzada que no hay certeza a través de los testimonios brindados por la señora DEBIEE TATIANA TAMAYO GIL y su progenitor, que haya existido una real convivencia entre la señora TAMAYO GIL y su representado, toda vez que manifestaron que llevaban unos 8 días conviviendo en la misma casa cuando ocurrieron los hechos, tiempo que se considera escaso para establecer un núcleo familiar, además que existió un rompimiento en la unidad familiar por más de 8 meses, ya que el señor GAITÁN GONZÁLEZ estaba viviendo en Melgar donde residen sus padres y demás familiares; aunado a ello, dice que son dichos de la Fiscal 34, sin base probatoria,  que la razón de estar el Procesado en la vivienda con su expareja no tenía otro significado que la voluntad manifiesta del aquí encartado de reiniciar la convivencia con ella. 
En contraposición a lo anterior, afirma el apelante que el único motivo para que el señor GAITÁN GONZÁLEZ se encontraba en la ciudad de Pereira, en casa de la señora TAMAYO GIL, era ver a sus hijas y entregar la cuota alimentaria, y que solamente concibió permanecer en el hogar de su expareja porque ella le ofreció quedarse para que no pagara hotel, lo que hace evidente que no se pueda llegar a la conclusión de que existía unión familiar entre la pareja al momento de la ocurrencia de los hechos.
Con todo lo dicho, solicita la defensa del acusado que se revoque la decisión de la Juez de primera instancia y en su lugar se absuelva al señor ANGARITA TABARES de haber incurrido en el delito de violencia intrafamiliar en contra de la señora DEBIEE TATIANA TAMAYO GIL.
P A R A   R E S O L V E R   S E   C O N S I D E R A:

- Competencia:

La Sala, acorde con lo establecido en el numeral 1º del artículo 34 C.P.P. y el articulo 176 ibídem, es competente para asumir el conocimiento del presente asunto, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación interpuesto y sustentado oportunamente en contra de una sentencia de primera instancia, proferida por un Juzgado Penal Municipal que hace parte de este Distrito Judicial. 
Así mismo no se avizora irregularidad o mácula alguna que pueda viciar de nulidad la actuación procesal.
- Problema jurídico:

Del contenido de los argumentos expuesto por el recurrente a juicio de la Sala, se desprende el siguiente problema jurídico:

¿Con base en las pruebas allegadas al proceso es posible afirmar que la conducta por la cual fue convocado a juicio el Procesado JORGE ELIÉCER GAITÁN GONZÁLEZ se adecuaba típicamente en la presunta comisión del delito de violencia inframiliar, o por el contrario, al no cumplirse con los presupuestos para la adecuación típica de dicho reato, se erró en el fallo confutado al declarar el compromiso penal de Procesado sobre un comportamiento atípico?

- Solución:
Para dirimir el entuerto planteado en este asunto por el recurrente, resulta importante recordar que el delito de violencia intrafamiliar tipificado en el artículo 229 del Código Penal, cuya pena fue modificado por el art. 33 de la Ley 1142 de 2007, prevé una sanción que va de 4 a 8 años de prisión para quién “maltrate física o sicológicamente a cualquier miembro de su núcleo familiar”, y en su inciso segundo establece, ese mismo artículo, que la pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes cuando esa conducta se ejerza en contra de ciertas personas, entre ellas, una mujer. 
Frente a este delito, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, teniendo en cuenta la posición de la Corte Constitucional al respecto, dijo: 

“Surge evidente, entonces, que el propósito del legislador, al tipificar esa conducta como delito, es amparar la armonía doméstica y la unidad familiar, sancionando así penalmente el maltrato físico o sicológico infligido sobre algún integrante de la familia. 
Bajo esa línea, el elemento esencial para que el mismo se configure es que ese maltrato provenga de y se dirija sin distinción hacía un integrante del núcleo familiar o de la unidad doméstica, en tanto el concepto de familia no es restringido ni estático, sino que evoluciona social, legal y jurisprudencialmente.”

En la misma decisión la Corte Suprema agregó que para imputar esa conducta  “la Fiscalía tiene la carga de demostrar los siguientes elementos esenciales del tipo penal: (i) tanto agresor como víctima hacen parte de un mismo núcleo familiar, ya sea que estén unidos por un vínculo de consanguinidad, jurídico o por razones de convivencia, y (ii) se ha infligido un maltrato físico o psicológico a uno de ellos.” 

En consonancia con la anterior, vale traer a colación lo que ya había sido dicho por la Corte Constitucional en la sentencia C-368 de 2014: 

“Se trata entonces de un tipo penal con sujeto activo y pasivo calificado, por cuanto miembros de un mismo núcleo familiar o que puede ser realizado también por la persona encargada del cuidado de la víctima en su domicilio o residencia. Al efecto, cabe precisar que de acuerdo con la descripción típica la pertenencia al mismo núcleo familiar o encargado del cuidado en el ámbito doméstico no restringe la adecuación típica a que el evento de violencia suceda en el lugar donde reside la víctima, o señalado como habitación familiar, sino que constituye el elemento calificador del sujeto activo, no descriptivo o normativo de la conducta punible. Además, el delito de violencia intrafamiliar se configura cuando se realiza el verbo maltratar (el que maltrate física o sicológicamente).

De otra parte, para la adecuación típica del delito de violencia intrafamiliar, como lo enseña la teoría del delito, es necesaria la existencia de antijuridicidad material en la conducta. Señala el artículo 11 de la Ley 599 de 2000. "Antijuridicidad. Para que una conducta típica sea punible se requiere que lesione o ponga efectivamente en peligro, sin justa causa, el bien jurídicamente tutelado por la ley penal." 

En este caso, el bien jurídico tutelado por el tipo penal definido en el artículo 229 de la Ley 599 de 2000 es la familia, de tal forma que si la violencia, sea cual fuere el mecanismo para infligirla, trae como consecuencia la afectación de la unidad y armonía familiar, rompe los vínculos en que se fundamenta esta estructura esencial de la sociedad, habrá antijuridicidad, elemento necesario para sancionar penalmente la conducta, por cuanto no es la integridad física el bien jurídicamente protegido por este infracción penal.”
Con lo dicho, sería válido decir que el bien jurídicamente tutelado por el tipo penal de violencia intrafamiliar, no es más que la unidad y la armonía familiar. En ese orden de ideas para que tales cosas se den, debe existir, no necesariamente, una convivencia física entre las personas, o unos lazos consanguíneos o jurídicos que determinen la existencia de la familia, puesto que bastaría con que por lo menos exista entre la víctima y el victimario una relación de cercanía y concordia que den cuenta de que la persona con su actuar ha afectado ese bien jurídico protegido por el tipo penal aquí revisado; por ejemplo, que el agresor o agresora infiera algún tipo de maltrato en contra de su expareja o contra sus descendientes, con quienes a pesar de no compartir techo, sí mantiene un contacto y una relación constante, caracterizada por el apoyo físico, económico y emocional. Sin embargo, esa línea de pensamiento jurisprudencial tuvo un giro de 180º, y de esa manera se tiene que recientemente la Sala de Casación Penal de la CSJ
, precisó: 

“Conforme a lo expuesto, advierte la Sala que entre víctima y victimario si había una unidad doméstica y familiar, no derivada de que tuvieran un hijo juntos, como lo entendió el Tribunal al señalar en el fallo que tenían un núcleo familiar, entre otras razones, “porque ambos son padres de un menor”, sino por la convivencia cotidiana y permanente que mantenían.

Reitera la Corte que no es suficiente con que un hombre y una mujer procreen un hijo para que surja la noción de “armonía y unidad de la familia” protegida por el delito analizado, pues si bien se establece una unidad familiar perenne entre cada uno de ellos con su descendiente, no necesariamente se conforma entre aquellos un lazo de igual naturaleza como para deducir entre los tres una familia para los efectos del delito de violencia intrafamiliar, en cuanto bien puede ocurrir que la relación y convivencia de la pareja culminen o, incluso, que nunca tengan lugar. En tal caso no se estructura la noción de unidad familiar, la cual, como es frecuente y natural, se rehace para integrarla con las nuevas parejas que padre y madre conformen por vínculos naturales o jurídicos. Aquí cobran especial valía las previsiones de esta Sala ya citadas, al señalar que “la singularidad se refiere a que tal comunidad de vida se reconoce únicamente en relación con el otro miembro del vínculo, es decir, que debe ser exclusiva al no ser posible la simultaneidad de uniones maritales de hecho o de ésta con relaciones maritales (civiles o religiosas) vigentes”.

En suma, incurren en error de interpretación quienes asumen que la procreación da lugar entre los padres, sin más, a la unidad familiar protegida en el artículo 229 de la Ley 599 de 2000, la cual, como ya se expresó, requiere convivencia permanente y lejos de ser perpetua por la existencia de un hijo, termina cuando la relación entre la pareja culmina efectivamente, aún en los casos en los que tal finalización es sólo de hecho.”
De tal manera, se ha dejado claro que no basta con que las personas tengan hijos en común o hayan sostenido una relación de convivencia en el pasado, para suponer que existe una unidad familiar entre ellos, pues para predicar que haya tal cosa, es necesario que los individuos compartan su lugar de residencia y cohabitación.
Con base en todo lo establecido en el anterior marco conceptual, procederá la Sala a desatar la alzada, para lo cual se hace necesario empezar por analizar si dentro del presente asunto está demostrado, aunque sea someramente, que entre el señor JORGE ELIÉCER GAITAN GONZÁLEZ y la señora DEBIEE TATIANA TAMAYO GIL existía, al momento de los hechos, una unidad familiar que pudiera verse afectada por el actuar violento del ahora Procesado. 
En ese orden de cosas, una vez escuchados los testimonios rendidos en el juicio oral, en especial el de la víctima, su padre, el Procesado y la madrastra de este, queda claro para la Sala que la relación de GAITÁN GONZÁLEZ Y TAMAYO GIL, en ningún momento fue fácil y de concordia, sino todo lo contrario, pues la misma ha estado mediada por dificultades de convivencia entre ellos como pareja, y de parte de ellos dos con sus familiares, siendo un ejemplo de eso la denuncia penal que en contra de la ahora víctima interpuso en el año 2015 la señora LUZ MARINA CERVERA, madrastra del Procesado. Igualmente, tanto Procesado como víctima, narraron que su relación siempre fue conflictiva, aunque cada uno le achaca al otro la responsabilidad en esas peleas, especialmente por temas de celos. 
Ahora bien, es innegable que JORGE ELIÉCER y DEBIEE TATIANA se separaron a mediados del 2017 y que a finales del mes de octubre de ese mismo año, ella se regresó desde el municipio de Melgar, donde residía con su cónyuge, para la ciudad de Pereira, trayéndose consigo a las dos hijas de la pareja, pero también es un hecho cierto que a pesar de esa situación, el Procesado continuó aportando económicamente para la manutención de sus descendientes y estando al tanto de ellas, lo que implica que a pesar del distanciamiento ellos no perdieron contacto y el hecho de que él se hubiera desplazado hasta esta ciudad para verlas, es una muestra de ello. Pero esto, no resulta ser suficiente para erigir una sentencia condenatoria en contra del ahora Procesado, pues para tal cosa se hace necesario verificar si con lo expuesto en el juicio se puede establecer que efectivamente el señor JORGE ELIÉCER arribó a Pereira, no solo a traer dinero para sus hijas y a ver a estas, sino que además vino para retomar la relación con DEBIEE TATIANA y volver a convivir con ellas. 
Frente a lo anterior tenemos que cada uno de los extremos de la litis tiene su propia versión de los hechos, por un lado está la denunciante quien asegura que el Procesado y ella tenían nuevamente una relación de pareja y estaban tratando de reconstruir su hogar, y que esa era la razón de la presencia de él acá en la ciudad de Pereira y por ello era que no se estaba quedando en un hotel sino en la casa en donde ella y las niñas vivían, dichos que se ven corroborados con el testimonio del señor JOSÉ HUMBERTO TAMAYO OSORIO, padre de DEBIEE, quien afirma que días antes de los hechos, su hija le informó que JORGE ELIÉCER había arribado a Pereira para arreglar las cosas y volver a vivir con ella y las menores. Contrario a estos decires, se tienen los del Procesado, quien afirma que solo vino a Pereira a ver a sus hijas y a traerles dinero, pero no con la intención de quedarse y menos de retomar relación sentimental alguna con la madre de estas, lo que se corrobora con el testimonio de la señora LUZ MARINA CERVERA, quien aseguró que para el día de los hechos el Procesado apenas si llevaba dos días en la ciudad de Pereira, pues él había viajado el 30 de enero de 2017 sin intención de quedarse, ya que no tenía ningún tipo de relación sentimental con DEBIEE TATIANA, además de que su trabajo y su vida estaban en Melgar en donde ya convivía con otra mujer. 
Dejando de lado tanto al Procesado como a la víctima, es necesario decir que los otros dos declarantes no fueron testigos directos de los hechos, y ninguno de los dos tiene certeza sobre la fecha desde la cuál JORGE ELIÉCER llegó a la ciudad de Pereira, como tampoco la tienen sobre si la pareja estaba retomando o no su relación sentimental; pero a pesar de ello, es menester decir que lo atestado por el señor JOSÉ HUMBERTO ofrece mayor credibilidad que lo dicho por la señora LUZ MARINA, entre otras razones porque en el señor TAMAYO no se advierte animadversión o rabia hacía el Procesado, tampoco se denotan deseos de favorecer a su hija con su narración de los hechos, pues cuando los narró, dejó entrever que no conocía muchas cosas de la vida de su hija y menos de la pareja, tanto así que vino a enterarse de que ella tenía otra hija con JORGE ELIECER, cuando regresó en octubre a Pereira, pues nunca le había contado eso; igualmente, informó que cuando ella le dijo que JORGE ELIECER había venido y que estaban juntos nuevamente, fue porque lo vio a él en la casa de ella, que eso fue a finales del mes de enero de ese año, o sea del 2017. También hizo saber que cuando DEBIEE TATIANA se regresó en el mes de octubre para Pereira, él estuvo renuente a recibirla en su casa, pero que finalmente lo hizo porque lo llamaron unas señoras a pedirle que la recibiera puesto que JORGE la estaba agrediendo a ella y a sus hijas. Señaló igualmente que su hija y JORGE ELIÉCER peleaban, se separaban y luego volvían, como ya había sucedido anteriormente, cuando ellos estuvieron viviendo acá en Pereira con él, y se separaron pasados unos meses, debido al mal carácter de JORGE, quien se regresó para Melgar, lugar al que al poco tiempo se trasladó DEBIEE porque, según le comunicó, ellos habían decidido continuar la relación y la convivencia en ese lugar. 
Por otra parte, las razones para restarle credibilidad a lo atestado por la señora Luz Marina, se centran en que no se puede perder de vista que ella y la ahora víctima tuvieron desavenencias en el pasado, tanto que la declarante denunció a la señora DEBIEE por haberle causado unas lesiones con arma blanca el 7 de julio de 2015, situación en la cual afirma nada tuvo que ver el ahora Procesado, aunque al leerse la copia de la denuncia, ella en ese entonces indicó que deseaba interponer la querella en contra de ambos, por cuanto fue JORGE ELIÉCER quien llevó a DEBIEE para que la confrontara por un dinero que ella, LUZ MARINA, le debía a él de una liquidación. Igualmente, durante toda su declaración trató de hacer ver que tenía mucha confianza con el Procesado y que por ello tenía conocimiento de su vida personal, sin embargo, luego al ser preguntada por la Fiscalía, señaló que no era que él le contara las cosas, sino que escuchaba a JORGE cuando le hablaba de sus problemas a su padre, esto es al esposo de ella, lo que desvirtúa cada vez más el conocimiento directo que ella pudiera tener de la clase de relación que el encartado y la víctima tenían al momento de los hechos, especialmente si se tiene en cuenta que cuando JORGE ELIÉCER rompió su derecho a guardar silencio, señaló que no le contaba sus cosas personales a su familia, pues no le gustaba que sus padres se enteraran de sus problemas
. Igualmente se tiene que la declarante indicó que JORGE ELIÉCER venía a Pereira esporádicamente a ver a sus hijas y a traerles la cuota alimentaria, lo cual no es cierto porque según los dichos de la víctima y el enjuiciado, desde que TATIANA se vino en octubre, él no la veía a ella ni a sus hijas. De otro lado, afirmó que su hijastro convivía con otra mujer en Melgar, en la casa de la mamá de él, lo que también es contradicho por el Procesado, quien indicó que tenía novia pero no vivía con ella porque su madre era la dueña de la casa y no lo permitía. 
Otra situación que le resta credibilidad a los dichos de esta declarante, es la manera cómo dice haberse enterado de que JORGE ELIÉCER estaba detenido en Pereira, puesto que en un primer momento aseguró que ella y su esposo se enteraron porque estuvieron averiguando por él, cuando pasados tres días desde que se vino para esta ciudad, lo que hizo el 30 de enero de 2017, se percataron que no regresaba a Melgar, situación que les generó preocupación por lo cual iniciaron su búsqueda hasta que él los llamó para contarles y ellos le prestaron el dinero para que se regresara; pero luego dice, en el contrainterrogatorio, que se dieron cuenta que él había estado detenido por un problema con DEBIEE cuando volvió a Melgar y les contó para pedirles dinero prestado para pagar lo del pasaje hasta allá. 
De tal suerte, lo que se aprecia del testimonio de la señora LUZ MARINA es que el mismo es acomodaticio, y estuvo encaminado a querer demostrar que JORGE ELIÉCER solo estaba de paso en Pereira, porque era un buen padre que deseaba ver a sus hijas un par de días, y que no tenía relación alguna con la señora DEBIEE TATIANA de quien se había separado porque era una mujer conflictiva. 
Y en este punto es preciso decir que llama mucho la atención que la defensa no haya traído al proceso a quien se dijo era la pareja del acriminado para la época de los hechos, y con posterioridad a los mismos, pues su testimonio habría ayudado mucho a aclarar la situación de si él tenía o no una relación con la víctima. 
En suma, se tiene que a fin de establecer si existía o no una relación de pareja entre DEBIEE TATIANA y JORGE ELIÉCER para el momento de los hechos, solo se tienen los dichos de ellos dos, los que se reitera, son contradictorios entre sí, pues mientras ella afirma que estaban nuevamente retomando la relación y que durante esos pocos días llevaron una vida de pareja normal, él dice todo lo contrario y que únicamente estaba en la casa de ella de paso, un par de días, para compartir con sus hijas. De tal manera, al revisar los dichos de ambos, se tiene que DEBIEE aunque no da una fecha exacta, sí indica que el Procesado llegó a su casa ocho días antes de la ocurrencia de los hechos, mientras que él hace mención a que duró en este lugar tres días, pero tampoco da una fecha exacta de su llegada. 
De otro lado se tiene que GAITÁN GONZÁLEZ aseguró que el día de la reyerta con la denunciante, él tenía pensado regresarse para MELGAR porque debía trabajar, sin embargo, en todo el juicio se dejó claro con su propio testimonio como con el de su madrastra, que él para ese momento se encontraba desempleado, y que de hecho se había venido para Pereira con el dinero de la liquidación que le dieron en su último empleo; de allí que no se vea claramente que solo estuviera de paso en esta ciudad, y si ya era costumbre de la señora TAMAYO GIL volver con él a pesar de la relación conflictiva que llevaban, no es descabellado pensar que él hubiese venido acá con intención de quedarse. Aunado a ello, no es claro lo dicho por el Procesado entorno a que él se estaba quedando en una habitación diferente a la de DEBIEE TATIANA, pero que sin embargo los $50.000 pesos, que dice fueron el motivo de la pelea, estaban guardados en el cuarto de ella, situación de la que no ofrece una explicación alguna, como tampoco la brinda frente a la razón por la cual le entregó ese dinero a ella, si supuestamente la relación entre ambos se limitaba al saludo, esto es, no tenían confianza ni cercanía que permita entender que él le confiara a ella dinero que no era para sus hijas. 
Tampoco es cierto, como lo asegura el Procesado, que no le haya causado ninguna lesión a la señora TAMAYO, ya que solo la empujó para tratar de entrar a la habitación, pues contrario a ello, se tiene tanto el testimonio de la médica forense como el informe rendido por esta, en donde se da cuenta de que efectivamente la víctima presentaba señales de ahorcamiento, al igual que edema en la región malar izquierda, y una excoriación en el hombro de 0.5 centímetros; lesiones que son consistentes con las narraciones de la víctima cuando dice que él la golpeo, trato de ahorcarla y que además la hirió en el hombro con la punta de un cuchillo. 
De esa manera, se puede observar que los testimonios del Procesado son imprecisos y en ningún momento reconoce que él agredió a la denunciante, pues para él lo que sucedió fue solo una discusión y que si en algún momento la tocó fue cuando intentó quitarla de la entrada del cuarto donde ella estaba apostada sin permitirle pasar, pero que con ello no le causó lesión alguna, sin explicar entonces porqué ella presentaba esos signos físicos de violencia de los que habló la médica forense. 

Pero contrario a lo anterior, se tienen los dichos de la señora DEBIEE TATIANA los cuales resultan ser coherentes tanto en la narración que hace de los hechos objeto de este proceso, como de toda su relación con el señor GAITÁN GONZÁLEZ, sin que en su declaración se pueda evidenciar exageración alguna, tanto así, que reconoce que el Procesado le enviaba dinero para sus hijas durante el tiempo que estuvieron separados, que mientras vivieron juntos él respondía con las cosas de la casa y que ella no tiene conocimiento que él hubiese agredido al menor Juan David, quien es su hijo pero siempre vivió con el abuelo, esto es el padre de ella, con quienes compartieron residencia en el año 2015 cuando con JORGE estuvieron viviendo acá en Pereira. 
Bajo esa perspectiva, encuentra la Colegiatura que no hay razón alguna para no creer en los dichos de la víctima y su padre, en cuanto a que la presencia de JORGE ELIÉCER en la ciudad de Pereira, no solo era para ver a sus hijas, sino también para retomar la relación de pareja con ella, en especial si se tiene en cuenta que no era la primera vez que ellos se separaban un tiempo para luego volver a vivir juntos, y además al estar él desempleado, tenía la facilidad de instalarse en Pereira con DEBIEE TATIANA si así lo decidían. 
De esa manera, considera esta Corporación que la Defensa se quedó corta en la presentación de sus pruebas para desvirtuar lo dicho por la Víctima, o sea, que para el día de los hechos existía nuevamente una relación de pareja entre Ella y el Procesado, pues como ya se indicó, los testimonios ofrecidos por la Defensa fueron contradictorios en muchos puntos y no brindan gran credibilidad, entre otras cosas porque estuvieron encaminados en tratar de mostrar que el ahora acriminado tenía para la fecha de los hechos una nueva pareja sentimental en Melgar, persona que a pesar de ser mencionada jamás fue traída a juicio a declarar, aunque según señalaron, ella siguió con la relación sin importarle que él se encontrara privado de la libertad. 
Así las cosas, es posible concluir que los únicos que saben si en realidad para el 1º de febrero de 2017 se encontraban conviviendo nuevamente como pareja son el Procesado y la Víctima, quienes rindieron sus testimonios, resultando el del aquí encartado poco creíble, por las razones ya argumentadas, y porque a pesar de las pruebas presentadas en el juicio, en todo momento insistió en tratar de exculpar su comportamiento agresivo hacía la víctima, diciendo que lo sucedido ese día, no fue un acto de violencia, sino una simple discusión, y que él jamás tuvo un comportamiento agresivo, a pesar de que los policiales que atendieron el caso como primeros respondientes, señalaron que tuvieron que reducirlo por la fuerza para capturarlo por cuanto él pretendía huir. 
Bajo esa perspectiva, considera la Sala que contrario a lo argumentado por el apelante, aquí si se dejó claro que para el día de los hechos investigados el Procesado se encontraba compartiendo mesa, techo y lecho nuevamente con la señora DEBIEE TATIANA, y que por ende existía entre ellos esa unidad familiar que es la que pretende protegerse por medio de la inclusión en la legislación penal del reato de violencia intrafamiliar, independientemente del tiempo que lleve la pareja haciendo vida en común, pues no se puede decir, desde el punto de vista penal, como lo pretende el apelante que para considerar la existencia de una unidad familiar entre una pareja de hecho, debe esperarse que pase un tiempo considerable como si se tratase de establecer los efectos patrimoniales de la misma, o que si no hay relaciones sexuales entre los compañeros permanentes, entonces no existe esa unidad que proteger, desconociendo con ello que el eje central de las relaciones de hecho y del matrimonio no es la satisfacción de necesidades sexuales, sino que son otros valores y sentimientos los que mueven a las personas a conformar una familia, valores tales como la ayuda mutua, el socorro, la solidaridad, entre otros
.     
En conclusión, encuentra la Corporación que no le asiste razón al señor Defensor en cuanto a su apelación y por ende la decisión adoptada por el Juez de primer nivel, será confirmada en su integridad. 

En mérito de todo lo antes lo expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido el 23 de febrero de 2018 por parte del Juzgado 2º Penal Municipal de esta localidad, con Funciones de Conocimiento, en el cual se declaró la responsabilidad penal del ciudadano JORGE ELIÉCER GAITÁN GONZÁLEZ, por haber incurrido en la comisión del delito de violencia intrafamiliar.
SEGUNDO: Declarar que contra de la presente decisión procede el recurso extraordinario de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentando dentro de las oportunidades de Ley.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia 3 de diciembre del 2014, radicado 41315.


� Sentencia SP8064-2017, radicado 48047 del 7 de junio de 2017, M.P. Dr. Luis Antonio Hernández Barbosa. (Negrillas fuera del texto original).


� Juicio oral, sesión del 19 de febrero de 2018, H: 01:23:49.


� En tal sentido se puede consultar las sentencias del: 28 de marzo de dos mil doce (2012). Rad. # 33772, y del 3 de diciembre de 2014. SP16544-2014. Rad. # 41315.
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